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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto


: Sentencia de segundo grado 

Tipo de proceso
: Verbal – Impugnación de acta de acreedores

Demandante

: Mario de Jesús Velásquez Mejía

Demandado 

: Crucero Construcciones SAS antes Crucero 43 Construcciones SAS

Procedencia 

 Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas 
Radicación

: 66170-31-03-001-2018-00059-01

Mg. Sustanciador
: DUBERNEY GRISALES HERRERA

TEMAS:
IMPUGNACIÓN ACTA DE ACREEDORES / TOMA DE POSESIÓN DE SOCIEDAD / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA LA TIENEN LOS ACREEDORES QUE TOMARON LA DECISIÓN IMPUGNADA / Y NO LA SOCIEDAD COMO TAL / LITISCONSORCIO / NO ES NECESARIO SINO FACULTATIVO EN ESTE CASO.
LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. Es uno de los presupuestos para el estudio de la pretensión, que acreditada hace posible constatar su vocación de prosperidad. La CSJ ha acogido la teoría sustancialista del maestro Chiovenda, en oposición a la procesalista del profesor Enrico Allorio, por eso se ha entendido como requisito material para emitir decisión de mérito, es decir, resolver sobre el pedimento…
Con estricto apego a la dogmática procesal, la ausencia de legitimación en la causa en manera alguna estructura una excepción de mérito, porque cualquier argumento, a pesar de que así lo nomine la parte, solo se puede tipificar como tal, cuando quiera que contenga hechos nuevos impeditivos o extintivos del derecho reclamado…
Para verificar la legitimación en la causa es indispensable tener presente que se rebate un acto expedido por los acreedores de la sociedad demandada, y no una acta de asamblea…, de tal suerte que el análisis de este presupuesto se centra en verificar la aptitud jurídica de ambas partes en relación con dicha determinación.

En ese orden de ideas, hay que decir que el demandante sí cuenta con la legitimación por activa, toda vez que radica en su condición de acreedor reconocido… 

Empero, diferente es respecto de la sociedad accionada, en razón a que su liquidador, como agente especial que la representa y administra, no exteriorizó su voluntad en forma dispositiva de tal manera que obligara al ente societario que prohíja.
… es inviable deducir siquiera una manifestación de voluntad del liquidador en nombre de la compañía demandada, indicativa de su interés en aceptar la oferta de compra; no participó en la votación, menos ejerció sus facultades administrativas como agente especial designado por el ente interventor…; claro es que dejó en manos de los acreedores deliberar y decidir sobre el ofrecimiento hecho, por entender que son los directamente interesados en la enajenación del bien. (…)
Entonces, como fueron ellos los que deliberaron y consintieron en que el liquidador continuará con la negociación comercial por ese rublo, al parecer, en mengua de los intereses del actor, porque el recaudo sería insuficiente para garantizar el pago de todas las deudas, es evidente que son los llamados a integrar la parte pasiva, en vez de la sociedad…

Ahora, podría pensarse integrar el contradictorio, siempre y cuando se tratase de un litisconsorcio necesario (Artículos 42, 61, 90 y 133-8º, CGP), si no fuera porque, para este caso en particular, supondría el reemplazo íntegro de la parte pasiva…

De otro lado, y si acaso se supera lo anterior, tampoco podría integrarse la parte porque no hay un litisconsorcio necesario, sino uno facultativo…
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SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA – DISTRITO DE PEREIRA

DEPARTAMENTO DEL RISARALDA

En la ciudad de Pereira, Risaralda, hoy treinta y uno (31) de enero de dos mil veinte (2020), siendo las once y dos  minutos de la mañana (11:02 a.m.), fecha y hora programadas para resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia adiada 02-05-2019, el Magistrado Duberney Grisales Herrera, se declara constituido en Audiencia Pública, en asocio de los demás integrantes de la Sala de Decisión, Edder Jimmy Sánchez Calambás y Jaime Alberto Saraza Naranjo, conforme al artículo 327, CGP, en la sede donde habitualmente laboran en el Palacio de Justicia local.

1. La síntesis de la demanda
1.1. Los hechos relevantes. Con Resolución No.203 del 25-11-2016, la Secretaría de Gobierno de Dosquebradas dispuso la toma de posesión de la sociedad accionada y designó como agente especial al doctor Jairo Arcesio Largo Arias. 

El  aludido  agente,  a  efectos  de  la  liquidación  de  la sociedad,  con Resolución No.004 del 02-02-2018 ordenó enajenar el inmueble No.294-6316 y fijó su avalúo en la suma $1.492’200.000.

Por último, en el acta No.006 del 11-04-2018, objeto de impugnación, informó sobre una oferta por $1.100’000.000 y la sometió a votación de la “asamblea general”, sin tener en cuenta que la “junta de acreedores” carece de competencia para tomar ese tipo de determinaciones, pues es el liquidador el que debe vender los activos por una cifra que no sea inferior al avalúo, según el artículo 57 de la Ley 1116. 

Además, el acta carece de la referencia sobre la presencia y representación de los treinta y cuatro (34) acreedores y tan solo alude a treinta (30) votos (Folios 25-27, cuaderno principal). 
1.2. Las pretensiones. (i) Principales: Declarar la inexistencia del acta No.006 del 11-04-2018 y disponer que no fueron tomadas las decisiones de los acreedores; (ii) Subsidiarias: Declarar la nulidad del acta e ineficacia de las decisiones; y, (iii) Condenar en costas (Sic) (Folio 24, vuelto, ibídem).

2. La defensa de la parte ejecutada
Admitió algunos hechos, otro lo negó y explicó. Se opuso a las pretensiones y excepcionó de mérito: (i) Falta de legitimación en la causa por activa y por pasiva; (ii) Inexistencia de configuración legal del acto a demandar; (iii) Ineficacia de la acción frente a las facultades del liquidador; (iv) Inexistencia de la configuración legal para iniciar la acción; y, (v) Alegar en beneficio de sus intereses su propio error (Folios 51-63, ib.).

3. El resumen de la sentencia apelada
En la resolutoria decidió: (i) No acceder a las pretensiones; y, (ii) Condenar en costas a la parte actora.
Precisó que el acto aprobado por la asamblea de acreedores no ata al liquidador en la toma de decisiones porque la enajenación de bienes es de su exclusiva competencia, según el Decreto Ley 663 de 1993; solo consistió en una consulta que no ordena la Ley, de manera que es inviable considerarlo viciado en su procedimiento. 
En torno a la participación de los acreedores y el conteo de los votos, expresó que es inexistente inconsistencia alguna, dado que se relacionaron los 31 intervinientes, los 30 votos efectuados y el abandono de la reunión por uno de los acreedores. En todo caso, insistió en que era un acto de mera consulta que ninguna norma de obligatorio cumplimiento desconocía. 
Por último, razonó que tampoco hay lugar a declarar la nulidad de la decisión porque fue proferida por personas capaces, ni se probó vicio de consentimiento alguno; y, menos la inexistencia del acto, porque “se trata de una actuación innecesaria para legitimar el debido proceso” (Tiempo 1:40:17 a 2:09:43, audiencia de juzgamiento del disco compacto visible a folio 94, ib.).

4. La síntesis de la apelación
4.1. Los reparos del ejecutado
(i) No fueron valoradas las pruebas en debida forma; (ii) Los hechos y las pretensiones quedaron debidamente demostrados; (iii) Valoró la decisión de la asamblea y la labor del interventor, pese a que son cuestiones ajenas al objeto de la demanda, y deben ventilarse en proceso diferente ante otro juzgador; y, (iv) Omitió verificar si la convocatoria y la votación se ajustaron a los preceptos legales (Tiempo 2:10:49 a 2:11:59, audiencia de juzgamiento del disco compacto visible a folio 94, ib.).

Por escrito precisó: (i) El bien se vendió por una suma inferior al avalúo; (ii) El avalúo presentado con la contestación no fue puesto en conocimiento de los acreedores; (iii) La lista de asistentes presenta una inconsistencia en la fecha; y, (iv) Las atestaciones permiten establecer la falta de claridad en la votación, y la ausencia de control de asistencia y constatación de los participantes (Folios 95-97, ib.).

4.2. La sustentación. El escrito de sustentación presentado el 20-06-2019 (Folios 5-7, este cuaderno), no será valorado porque es una actividad que el recurrente debe ejercitar verbalmente en la audiencia de sustentación y fallo (Artículos 322 y 327, CGP). 

En la diligencia la mandataria judicial motivó todos los reparos presentados.
5. la fundamentación jurídica para decidir
5.2. Los presupuestos de validez y eficacia. La demanda es idónea y las partes tienen aptitud jurídica para participar en el proceso. No se aprecian causales de nulidad que afecten lo actuado.

Necesario es precisar que la competencia del a quo para conocer de este proceso es la residual, prevista por los artículos 15 y 20-11, CGP, en consideración a que se trata de un litigio que no fue atribuido a otro juez. 
Sabido es que las actas de asamblea dimanan de un organismo directivo de la sociedad, de acuerdo con las leyes y sus estatutos (Artículos 181 y ss., CCo.), por lo tanto, como en la decisión rebatida solo participaron los acreedores de la sociedad Crucero Construcciones SAS, es diáfano que se trata de un negocio jurídico disímil, de manera que le son inaplicables las normas sustanciales y procesales alusivas a la impugnación de actas de juntas de socios, como mal lo anotó el interesado (Folio 28, ib.).
5.3. Los presupuestos materiales. Este examen es oficioso, por manera que con independencia de lo alegado por las partes, corresponde siempre analizar su concurrencia, así lo entiende la CSJ
, en criterio que acoge sin reparos este Tribunal
; y como quiera que se advierte necesario adentrarse en este tema, se revisará en primer término para luego, de ser superado, proseguir con la decisión.
5.3.1. La legitimación en la causa

Es uno de los presupuestos para el estudio de la pretensión, que acreditada hace posible constatar su vocación de prosperidad. La CSJ ha acogido la teoría sustancialista
 del maestro Chiovenda, en oposición a la procesalista del profesor Enrico Allorio, por eso se ha entendido como requisito material para emitir decisión de mérito, es decir, resolver sobre el pedimento; en la misma línea de pensamiento la doctrina nacional en cabeza del maestro Devis Echandía
, señala: “(…) es presupuesto de la pretensión para la sentencia de fondo; determina quiénes deben o pueden demandar y a quién se debe o se puede demandar; (…)”; se ha decantado que no es presupuesto procesal, lo explica con prolijidad el insigne Ramírez Arcila
 en su obra.

Con estricto apego a la dogmática procesal, la ausencia de legitimación en la causa en manera alguna estructura una excepción de mérito
, porque cualquier argumento, a pesar de que así lo nomine la parte, solo se puede tipificar como tal, cuando quiera que contenga hechos nuevos impeditivos o extintivos del derecho reclamado, destaca la CSJ
: “(…) la excepción es un medio de defensa, mas no engloba toda la defensa. (…)”, sin embargo, es la misma Colegiatura la que dice, en la providencia en cita: “(…) no escapa a esta Sala que cuando en su defensa el demandado aduce hechos tendientes a refutar el derecho que pretende el actor, y precisamente los trae al proceso buscando desconocer la titularidad de cualquiera de las partes, o de ambas, respecto del objeto material o jurídico debatido, ha de tramitarse como excepción esta particular forma de oposición, (…)”.
De otro lado, explica el precedente de esa Corporación
, que no hay un único factor para determinar la legitimación en la causa: “(…) no es un único parámetro el que permite establecer si a las partes les asiste o no legitimatio ad causam, sino que es imperativo analizar un «conjunto de circunstancias, condiciones o cualidades de cierta categoría de sujetos, respecto a la relación o al estado jurídico objeto del proveimiento que reclama un determinado sujeto».
”, y luego concluye: “(…) el interés en el litigio, factor que es determinante en la legitimación en la causa litigiosa, puede asistirle a varias personas por activa y por pasiva aunque solo algunos de ellos sean los titulares de la relación jurídica material, de ahí que a unos y a otros les deba ser reconocida”. Subrayado intencional de esta Sala.
Para verificar la legitimación en la causa es indispensable tener presente que se rebate un acto expedido por los acreedores de la sociedad demandada, y no una acta de asamblea, como se explicó en acápite anterior, de tal suerte que el análisis de este presupuesto se centra en verificar la aptitud jurídica de ambas partes en relación con dicha determinación.
En ese orden de ideas, hay que decir que el demandante sí cuenta con la legitimación por activa, toda vez que radica en su condición de acreedor reconocido (Resolución No.005 del 03-04-2018) e interviniente en la reunión de acreedores (Folios 20-22, cuaderno principal). Es decir, le asiste la idoneidad jurídica para controvertir la aprobación que por votación mayoritaria hicieron los demás acreedores respecto de la oferta realizada sobre el único activo que existe para pagar las deudas. 

Empero, diferente es respecto de la sociedad accionada, en razón a que su liquidador, como agente especial que la representa y administra, no exteriorizó su voluntad en forma dispositiva de tal manera que obligara al ente societario que prohíja.

Examinada el acta No. 006 “REUNIÓN DE ASAMBLEA GENERAL EXTRAORDINARIA DE ACREEDORES” del 11-04-2018, se advierte que el empleado público intervino para referir los pormenores sobre la venta en pública subasta del bien; informar “(…) que el objetivo principal de haber convocado a esta reunión es presentarle a la Asamblea, la única oferta seria que se ha tenido a la fecha por la suma de MIL CIEN MILLONES DE PESOS MCTE ($1.100.000.000) y la forma en que el dinero se cancelaría (Sic) (…)” (Sublínea fuera del texto); y someterla a la votación por los acreedores, siendo aprobada con veinticuatro (24) votos positivos y seis (6) negativos; uno (1) de los intervinientes no votó (El acta erradamente refiere 26 a favor y 4 en contra) (Folios 20-22, cuaderno principal). 
De lo expuesto, es inviable deducir siquiera una manifestación de voluntad del liquidador en nombre de la compañía demandada, indicativa de su interés en aceptar la oferta de compra; no participó en la votación, menos ejerció sus facultades administrativas como agente especial designado por el ente interventor (Decreto Ley 663 de 1993); claro es que dejó en manos de los acreedores deliberar y decidir sobre el ofrecimiento hecho, por entender que son los directamente interesados en la enajenación del bien. 

En consonancia con lo anterior, la prueba documental arroja que las actividades que desempeñó el liquidador consistieron en convocar a la reunión, poner en su consideración la susodicha oferta y dar fe, como presidente, de la aceptación de los acreedores. Esa fue la calidad en que suscribió el acta, se itera, sin hacer declaración alguna en nombre de la sociedad intervenida; por lo tanto, se aprecia improcedente señalar que le asiste legitimación en la causa por pasiva.
En la demanda se cuestiona que se haya convocado a los acreedores y puesto a su consideración la tan mentada oferta, actuaciones que realizó el liquidador, pero lo cierto es que este es un reparo trasversal al que es principal y prevalente, cual es, que la hayan aceptado, pese a que fuera por un valor inferior al avalúo del inmueble, en contravía con los preceptos 57 de la Ley 1116 y 6º del Decreto 1730 de 2009.

Entonces, como fueron ellos los que deliberaron y consintieron en que el liquidador continuará con la negociación comercial por ese rublo, al parecer, en mengua de los intereses del actor, porque el recaudo sería insuficiente para garantizar el pago de todas las deudas, es evidente que son los llamados a integrar la parte pasiva, en vez de la sociedad (Distinto sería que se estuviera controvirtiendo la promesa de venta o la compraventa que solo puede realizar el liquidador en nombre y representación de la demandada). 

Claramente no se trata de un acuerdo entre los acreedores y la compañía, conforme al artículo 291-19º del Decreto Ley 663 de 1993: “(…) podrán celebrarse acuerdos entre los acreedores y la entidad intervenida (…)”, sino de un acuerdo exclusivo de los acreedores, reglado en el artículo 301, ibídem: “(…) En cualquier estado del proceso se podrá inducir o promover entre los acreedores acuerdos (…). Igualmente se podrá acordar: a. La concesión de quitas de las deudas; b. La enajenación de los bienes necesarios para llevar a efecto el restablecimiento, o c. Cualquiera otra que facilite el pago de las obligaciones a cargo del deudor o que regule las relaciones de éste con sus acreedores (…)” (Sublínea extratextual). 

Ahora, podría pensarse integrar el contradictorio, siempre y cuando se tratase de un litisconsorcio necesario (Artículos 42, 61, 90 y 133-8º, CGP), si no fuera porque, para este caso en particular, supondría el reemplazo íntegro de la parte pasiva, pues, como se explicó, las pretensiones se formularon contra una persona jurídica que no está llamada a contradecirlas. Se trata de un yerro del libelo introductor que este juzgador no puede enmendar de oficio, más aún cuando ni siquiera el interesado, en el momento procesal oportuno, lo hubiese podido hacer con la reforma de la demanda, porque: “(…) No podrá sustituirse la totalidad de las personas demandantes o demandadas (…)” (Artículo 93-2º, CGP). 
De otro lado, y si acaso se supera lo anterior, tampoco podría integrarse la parte porque no hay un litisconsorcio necesario, sino uno facultativo; para cuyo efecto resulta pertinente identificar el género de la situación jurídica cuestionada.
Según la doctrina nacional son tres (3) las situaciones jurídicas existentes, todas con precisos matices característicos que las diferencian
-
, a saber: 
(i) El hecho jurídico: Es un suceso o fenómeno físico que produce un efecto jurídico contemplado en la ley (Natural o humano): “(…) No interesa quién o qué lo ocasionó, lo que importa es que la ley lo prevea en su mera ocurrencia (…)”
, es decir, solo importa el hecho acaecido. 

(ii) El acto jurídico: Es un acto humano que genera efectos jurídicos, con independencia del querer del agente: “(…) el ordenamiento le atribuye ad litibum ciertos efectos, al margen de si el autor los quiso o imaginó siquiera o no (…)”
; entonces, se tiene que no está en manos del agente la determinación de la consecuencia jurídica, pues, opera por ministerio de la Ley. En este tipo falta la autonomía privada; y, 
(iii) El negocio jurídico: Es un acto humano deliberado y sopesado tendiente a la producción de efectos jurídicos explícitos, apoyado en una figura jurídica dictaminada por el legislador para la regulación de sus intereses: “(…) en el negocio la ley recibe la conducta humana, la toma como efecto del poder reconocido a los particulares para disponer de sus propios intereses, trata de desentrañar su verdadero sentido y le atribuye los efectos que mejor se ajusten a la finalidad del autor (…)”
. Aquí prevalece la autonomía privada. 

De acuerdo con lo anotado, es innegable para esta Sala que el “acuerdo de acreedores”, es un negocio jurídico plurilateral que tiene como propósito común que el liquidador enajene el bien de la sociedad y pague las deudas hasta la cuantía de lo recaudado. Los requisitos esenciales y formales de esta figura están reglados en el artículo 301 del Decreto Ley 663 de 1993.
Y, como quiera que el artículo 903, CCo, establece que: “(…) En los negocios jurídicos plurilaterales, cuando las prestaciones de cada uno de los contratantes se encaminen a la obtención de un fin común, la nulidad que afecte el vínculo respecto de uno solo de ellos no acarreará la nulidad de todo el negocio, a menos que su participación, según las circunstancias, sea esencial para la consecución del fin previsto (…)”, fácil se concluye que se trata de un litisconsorcio facultativo porque “(…) la invalidez que afecta a uno solo de los contratantes, como principio general, no determina la nulidad total del contrato, sino que afecta el vínculo con el respectivo contratante (…)”
. 
6. LAS DECISIONES FINALES

Conforme a lo discernido en los acápites que preceden, se confirmará la sentencia venida en apelación, sin necesidad de estudiar los motivos de la parte recurrente, porque como se dijo, la legitimación en la causa es cuestión que se analiza de oficio por el fallador; y, (ii) Se condenará en costas en esta instancia, a la parte demandante, y a favor de la parte demandada, por haber perdido el recurso (Artículo 365, CGP).

La liquidación de costas se sujetará, en primera instancia, a lo previsto en el artículo 366 del CGP, las agencias en esta instancia se fijarán en auto posterior. Se hará en auto y no en la sentencia misma, porque esa expresa novedad, introducida por la Ley 1395 de 2010, desapareció en la nueva redacción del ordinal 2º del artículo 365, CGP.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil - Familia, administrando Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A,

1. CONFIRMAR el fallo fechado el día 02-05-2019 del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, pero por carencia de legitimación en la causa por pasiva.

2. CONDENAR en costas en esta instancia, a la parte demandante y a favor de la parte demandada. Se liquidarán en primera instancia y la fijación de agencias de esta sede, se hará en auto posterior.
3. DEVOLVER el expediente al Juzgado de origen.
Esta decisión queda notificada en estrados. No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada.
DUBERNEY GRISALES HERRERA

M A G I S T R A D O

EDDER JIMMY SÁNCHEZ C.

JAIME ALBERTO SARAZA N.
M A G I S T R A D O 
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